
g CPeYqR
á~ 4/ 4

c b a,

La inftasc ita Secretaria del Comité de Apelaciones del Sis[ ema Financiero Certifica: que   
presente fotocopia de la resolución de las diez horas del nueve de enero de dos mil diecinuev ` éF , p

pmnuncieda por el Comité de Apelaciones, en el recurso de apelacibn con referencia CA- 154018,  `` x oas s̀``

prumovido por AFP CONFIA, S. A, por medio de su representa te legal, señora María de Lourdes
Arevalo Sandoval, y que literalmente dice:

CAdS- 2Q78

COMITÉ DE APELACíONF,S DEL ST$ TEMA FINANCIERO: San Satvador, a itu diez horas
del nueve de enero de dos mil diccim eve.

Yor agregado el escriro del 21 de noviembre del aña prbximo pasado, por medio del cual el

Director de Asun[ ov ) uddicos de ix Suparintondencie dei Sis[ ema Financiero, emite opfnibn en el

presente recurso, conforme a io dispues[ o en el arL 67 inciso fina( de la Ley de Supervisión y
Regulación del Sistema Pinanciero( en adclante LSRSF).

Visms en apelación la resolución pronwiciada per el señor Superintendente deI Siatem

Finaucieco alas dire huras diee minutos del 12 de sep6embre de dos m'rI 2018, en et procedimiento

administrativn sancionadqr con referencin PAS- 62á/2016, promovido con[ ra AFP ConFa, S. A., en

la que se impuso las sigr ientes multaz: 1) la ca Cidad de dicz mit wionea, equivalentw a mil ciento

cuarentu y dos d5lares con ochenta y seis centavos ( US$ 1, 162. 86}, por infraeción al att. ] 5 da Iq

úy del Sistemn de Aho m para Pensiones debido a qua eo el procesu de aeraditaeión de

coCizaoiones de ( os trabajadares índependientes ¢ ttnYés de formulario de pago individual, no ha

implemcniado una validaeibn en su sistema informático que le permita identificar e impedir las

acrediWciones de wtiznciones cuyo importe de ingreso bese de co[ ivación sea ínferior at salariu

mfnimo vigente; 2) el monro da diecivéis mil trescientos sesenta y siete dólares cou cuutenta y
nueve centavus ( US$ 16, 367.49), equivalen[ e aI 0. 06% de] pettimonio de la entidad ¢ I momento de

cometerse la infraccióq por inc unplimiento aI arG 13 en re( ación con el 9, ambos de ta Ley Contra
el t, avado de Dinero y de Activos, por de{ encias en la recepción y manejo dc alertas, aI

esffibleceise que lu Adminístradora cazece de conholes internos para identifioar operaciones

inusuales o sospeohosms que de fornia aeumuleda por operaciones segmentadas en un mismo dfa o

en el término de un mes, superen las umbrales establecidos en el art. 9 de lu LCZUA, para las

cotizacianes oóligarorias realizadas por los trabajadores independientes, cuyo umbral es[ ablecido

yva que la IeFutura de Fondos repate opernciones a ln Oficial de C1 mplimiento, ascienda a

velnticinco miI dólares ( OS$25, 000.00), dejxndo por fuera aquellas que sean mayores a diez mil

dbiares( US51D,000.00) y menores a veinticinco.mil dólares ( US$25,000,00); y, 3) la cantidad de
dieciséis mil trescientos sesenta y siete dólares con cuarcnta y oy¢ve centayos ( US$ 16,367.49),

equivelente al O. pb% de su pattimonio al momeato de eometeise ta infracción, por inuumplimietrto

al zut. 25 de las Normas Técnicas paix lu Gestibn de los Riesgos de I.avado de Dine ro y de Activos '       

y dz Financiamiento al Terrorismo yor no. wntar con un sistema infonnático automat ado quc: ..
enga wmo finaGdad ] a deleccibn, ma itoreo y genecación de Utertas en tiempo reál de las`



operaciones inusuales o sospechosas; y de aquellas cuyos montos excedan los umbrales establecidos

en la política in[ema de la AFP y en la Ley Con[ ra el Lavado de Dinero y Activos.

YCONSIDERANDO:

I. Q e AFP CONFIA, S. A., a Iravés de su representante legal, señora María de Lourdes

Arévalo Sandoval, interpnso recurso de apelación conha ] a resolución antes relacionada, por

considerar que adolece de vicios que en su orden se relacionan azí:

D Presouto iucumolimiento al ar[. 15 de la Lev del Sietema de Ahorro para Yens9onea

LSAPI

l.l) Vu/ nerrtción nl derecho n ! a seguriAnd juddicrt y n/ principio de lipicidnd con o

concreción M pr/ttcrplo de legaltdaA, estab[ ecldas respecfivrsmente en / os arts. 2 y 86 de / a

consJih cibn

La apelan[ e alega vulneración al principio de tipicidad como concrecián al principio de

legalidad, es[ ablecido e el art. 86 de la Constitución( en adelante C), mediante el cual se obliga a

la administración pública a ejercer conVOl o poder sobre los adm'vtistredos, únicameute en vinud de

las ormas co stitucionales o infraconstitucionales previamente es[ ablecidos, ] o que trae como

consecuencia que el Estado deba deEnir las conductas objeto de infracciones administrativas y las

sanciones a imponer. Tal y como sucede en el prese te caso, al haber impuuto una sancibn por la

supuesta care cia en los sistemas inform8licos de mecanismos que identifiquen e impiden las

acredi[ aciones de cotizaciones, cuyo únpoxe de ingeso base de cotización sea inferior at salario

m(uimo Iegal mensual vigen[ e que ftace referencia la i.SAP, ya que no existe un solo salazio

minimo determinado por el Consejo Nacional del Salazio Mínimo; por el wntrariq al momento e

que se efectub la inspección por la Superinrendencia, se enconVaban vigentes bs Decretos

Ejewtivos ] 03, 104, 105 y 106 publicados en cl Diario Oficial del 1 de julio de 2013, ] os cuales

estableotan 10 diferen[ es salarios mfnimos segtin sutoees económicos, por lo que resulta incierto

cuál de todos ellos serviría de parámetro para] a aplicación de la disposición en refcrencia.

Expresa que el ert( culo en mención no define a qué sector económico corresponde e] salario

mínimo y que no es compe[ encia del Comité de Apelaciones ni de la Superintendencia del Sistema

Pinanciero ( SS fljar on paeámetro que únicamente debe estar es[ ablecido y detalledo en la ley,

como ya lo ha reconocido la Sala de lo Constitucional ( en adelanle SCN) en los casos que ] a
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delerminación de una caúgoda de salario mínimo sirve para cuantificer sanciones, supuesto que

resulte identificablememe similar a la iudeteminacióu que geuera ei art. 15 de la LSAP, ello, para

salvaguardnr el principio de legalidad y derecho a la seguridad jwídica de cada uno de los

adminisVados.

Respecto a la información que tomb como base la Superintendencia pera sancionerla,

resulta necesario refetirse a que el ffiC ( Ingreso Base de Cotizacián) del se8or Rigoberto Mayorga

Torres por un monto de US$ 200. 00, o es inferior al salazio mínimo más bajo vigente en 2015,

correspondiente al secmr ewnómico de recoleccibn de cosecha de algodón( US$ 98. 70), por lo que

la AFP ha cumplido lo dispuesto en el art. 15 LSAP.

Agega que de conformidad con el art. 131 ordi al 3° de la CN, por principio de reserva de

ley, es Iabor exclusiva del Órgano Legislativo determinar el salario mínimo que corsesponda a un
seclor específico. Por lo que pretender que la SSF lo haga a través de los fundamentos sobre los que

busca justificar la sarición impuesta, wlnera e] principio de ] egalidad referido e los fiancionarios

públicos dispúesto en el art. 86 de la CN y una coneWcación al ordinal 5° del ar[. 131 de la CN, al

azrogarse potestades legislalivas que se encuentran reservadas al Órgano Legislativo. Finali a

ezpresando. que, en[ odo caso, esa fimción le corresponde al Banw Cen[ ral de Reserva a travis del .       

Comité de Normas el Señalamiento deI salerio mínimo a u[ ilizar, que por disposición de la LSRSF  .

tiene competencia pare elaborar normaliva.       .    

1. 2) En relación a 1a supuestn fal7a de vn[ idnciórt ert e! sistema injormático     

ALrma la apelante que sí se le ha dado cumplimiento a lu validaciones en el sistema

infoimático, espec( ficamente a la implementación del sistema informátiw. denomi ado" CPS", el

cual cuerrta. con la autorización de Ia. Superintendencia. Ast como también cuenta con validaciones

para los pagos de los habajadores independientes que se realizen a havés de los formularios de pago

individual.      .       .   . .  .     . . 

Manifiesta que en el. caso del señor Rigobeno Montoya Torses con N[ JP 233872320004, el

cual hfl sido tomado por la Superintendencia parajustificar. el presunto incumplimiento, en el que. se
I

ide tiScó en el sistema mfolmático que las coti aciones efectuadas se realizaban utilizando un IBC  .      

inferior a algunos de los 10 salarios mínimos establecidos a dicha fecha.  Para comprobaz que sí

existió la identificación requerida ínclusive desde un año tres meses antes del período de devengue

señalado por Ia SSF, incorpora un cuadro con 14 geshones co número 371 denominado " Llamada         

Sen[ encia de131 de agosro de 2015 pronuncia eu el proceso dc inconstitucio alidad con referencia 115- 2012. 

3   .       .         .     .  



inwasistencia form laz' io pago individuaP', correspondientes a los peáodos febrero a abril, julio a

diciembre, todos de 2014; enero a maaq mayo y junio de 2015, con lo que se desvanece el

incump]imiento atribuido.

La apel te aclara que a la fecha de la auditorta rexlizada por la SSF, la validación

efectuada por el sistema tomeba como consec encia ltiyica el cumplimiento a lo establecido e el

instmctivo SAP 001/ 99 denominado ` 7nsimciivo pere la Acredi[ ación de las Cuentas Individuales

de Ahono para Pensiones, Cobros de Comisiones y Manejo de Rezagos por Parte de las

Instituciones Administradoras de Fondos de Pensiones". Dicho instructivo mandaba a tomaz por

cierto el II3C declarado bajo los formatos de planilla o formulados de pago individual, y debido a

ello, al recibir lu cotizaciones que fueren infexioces al ealacio m( nimo, se procedía a xealizac el

ajuste en función del monto efectivamente pagado.

Alegfl que el refeeido ajuste tiene sentido si con ello se Fomentala cultuca previsional y de

ahorro por parte de Vabajadores indepe dientes que cotizsn pot cuenta pmpia, tal como el Art. 21

del Reglamento de Recaudación de Cotizeciooes al Sistema de Ahoiio paca Pensionas( en adelente

RRCSAP) lo estipula, cn cua to a que el pago de sus wtizaciones debe se[ reatlzedo bajo su propia

responsabilidad, sin que ello les genere un perjuicio como afiliados; por el contrariq se les reconoce

tiempo de cotización y saldo en su Cuenta Individual de Ahoao para Pensiones, con el objeto de

acceder a un be eficio por parte del Sistema de Ahotro para Pensiones( SAP).

La apelarrte maniüesta su inwnfomtidad eon el alcaoce del coneepto de salario mtnimo

legal en vigencia al que hace refece cia la LSAP, en tanto que no existe uno solo determinado por el

Consejo Naeional del Selerio MWmo como también hace xefecencia que e] alcance del mencionado

concepto no oompete a la S perintendencia, en el se fido que, segtin lfl recutte¢ te, al no eaistic un

solo Hpo de salario minimo, el ajuste sefialado en el9nstmctivo SAP 001/ 991mpllca el resg udo y
garantía favorable a sus afiliados de acceder a Ia seguridad social como derecho cons[ itucional. I

Agcega que la Superintendencia espeoula y sc wntradice el saSalar que con dicho aj ste se gene a

posibilidades de manipulación por perte de los aflliados, porque en] os sup estos que se enouentran

en diswsión st e eiste la determinación de un iBC. No obstaute, el aumento habitual de los

difeieutes salacios mtnimos establecidos por el Órganq 8juutivo o cualquier otra causa quo

acontezca a la eeonomfa del afiliado, pueden ubicarles e la ins ficiencia contemplada en el

Inshuctivo SAf'-0O]/ 99 qoe motiva e indioa a las AFP realizaz el nj uste, de tal ma era que no existe

la malicia a la que se refiere la Superintendencia; por el contrario, a] efectuar el ajuste se coadyuva

s fomentar el h8bito del ahorro previsional e este sector de la pobincióa
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4 i0NFS) 6'Afitma que el presunto incumplimieuto señalado por la SSF oa[ ece del auálisis i tegral a le

normativa que AFP CONFIA ha dado cumplimientq así como a la revisión eficierte del expedieme

del seflor Rigoberto Mayorga Torres, ya qoe ha impuesto una sanción que evidencia vicios de

inconstitucionalidad e ilegalidad, en tanto que wlnera el principio de legalidad, derecho a la
seguridadjuridica, considerando que el art. IS LSAP no detalla el salario mínimo vigente a utili ar

y por haber rea( izado la SSF lu validaciones en el sistema.

2) Sobre el oresunto incu 1'  ' e t 1 art 13 n 1   ' 6 1 t 9 a b d la L
Contra el Lavado de Dinero v de Actiw lLCLDA)  

I
La apelante reconoce que ciertamente se estableció como umbral para que la Jefatura de

Fondos realizara reporte de operaciones a la Oficialfa de Cumplimien[ o Ia caritidad de

US$25,000. 00, dejando por fuera aquellas que sea mayores a US$ 10,000.00 y menores a
US$25, 00. 00, lo cual motivó a la Superintendencia a sancionada por la carencia de controles

intemos para identiScar operaciones inusuales o sospechosas establecidas en el azt. 9 de la LCLDA

2.l) Violación al prirteipio de legnliArtdy dpicfdad

El seflalamiento se encuenGa basado e un anSlisis subjetivo, alega que la motivación para

la imposición de la multa se besa: en una interpretación que carece de fundarnento normativo y
objetivo ya que el art. 13 de la LCLDA e ge controlaz ias transacciones que reali] os clientes,

mientras que las can[idades. y condiciones están contenidas en el art. 9 de. dicha ley. Este último    

art(culo separa Ies operaciones en efrctivo de aquellas que se efectúen por cualquier otro medio.

Como resultado de la sepatación anterior, la apelante manifiesta que las [ ransaccio es u

operaciones en efrcfivo realiaadas en un mismo dfa o en un plazo de un mes, deben ser reportadas

cuando: a) sean transaccioces individuales o múltiples; b) independientemente que se cons deren

sospechosas o no; y, c) que excedan los US$ 10, 000. 00. Mientras que lu operaciones financieras

que se efectúen por cualquier o[ ro medio, deberán ser reporfades cuand¢. a) sean transaccio es

individuales o múltiples; b) i dependientemente se wnsideren sospechosas o m; g c) cuando
fuere mayores a US$ 25, 000. 00.  Concluye que únicamente deben remitirse a la tIIF las

transacciones que sobrepasan los montos y condicione,s señalados en el art. 9 de la LCLDA

Señala qoe la AFP únicamente debe remiti infonne a la UIF de las trar sacciones que

sobrepasenJos montos y condiciones sefialados en el aR. 9 de] a LCLDA; por lo que, pretender uria
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aplicación o i terpretación distinta implicaría un exceso de ws facultades con la consecuente

wlneración a los arts. 86 y 131 ordinal 5° de la CN.

Afirma que la Superintendencia ha insistido en el procedimiento administrativo sancionador

con referencia PAS- 026/ 2016 y en el infoarie ISP-P.-0S/2015 que la AFP no reporta las

transacciones individuales o múltiples que en un mismo día o en el téimino de un mes supere el

umbcat estableoido paca las tcansacciones en efectivo ( US$ 1Q000. 00), pretendiendo intetptetar la

norma alejada dc cualquier razón objetiva e impo iendo u a carga adicional a la establecida. en la

LCLDA.

Establece que se e ge a la AFP remirir un infoeme a la UIF de las operaciones en efectivo

que reciben los ba cos, siendo estas insti[ uciones financieras las únicas airtorizadas para recaudar

las cotia cio es previsionales conforme el art. 7 del RRCASAP, por tantq no aon las AFP quienes

reciben cantidades de dinero en efec[ ivu. En consecue cia, la Superintendencia prelende impo er

una carga adicional no dispuesta en la LCLDA consistente en iuformar a la UIP de lu operaciones

que se efectúnn en un medio diferente al efectivo que de forma individual o mültiple superen los

US$ 1QOOO. OQ supuesto q e la I,CLDA claramen[ e ha excluido. Dioha situación conhaviene el

pdncipio de tipicidad y legalidad.

Agrega que la Superintende cia se basa en un análisis que cazece de cri[ erio objetivo y

normativo ya que la multa impues[ a no corresponde a los uts. 9 y 13 de la LCLDA, si o quc sc

rata de un inamplimiento establecido por la Superintendencia en la Yesolución impugnada,

homologando las tra sacciones en efectivo a lu realizadas por otros medios distintos, pues tanto

una como la otra representan el movimiento de papel moneda. Sin embargo, la LCLDA ha

Aispuesto ttaYemientos distiutos para cada unu de los casos, dejaudo al desc bierto que las

traosacciones que rralizfl9a AFP no eon efectivo maYerial, pretendie do imponer la obligación de

reportar a la UIF las operaciones que. se efectúan en un medio diferente al efectivo que de £ onna

individual o mGltiple s peren ] os US$ IO, OOO. OQ lo c al contcaviene el principio do tipioidad y

legalidad. Por 10 ffintq no se deja a diacrecionalidad de la supervisora la dcfinioión de dicho

concepto juddico, ya que los té minos operaciones o transaccio es en eFeetivo se encuen[ ra en e]

art. 3letra r) de IaNRP- 08.

1

La recurrente haoe refecencia a lo desarrollado sobre cl derecho s la segucidad juddicfl en Is

senle cia ptouunciada eo el pmceso de amparo wn referencia 683- 2001 en el seRCdo que las

normas y los procesos no penden del arbitrio de los aplicadores sino de la mrma misma que, en su

texto dispone pautas rezonables de previsibilidad en cuanto a que un sujeto no será privado en sus
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derechos sino or normas 0" OxESOE=` s p y procedimientos previame te establecidos, circu stancia que no ha sido

observada en este caso por parte de la Superintendencia, por lo que ha vulnerado el derecho a la

segoridadjwídica.

Para sustentar que no ha cometido la infracción que se le aVibuye, la recurrente hace

reFerencia al oficio No. AF-0012017 de fecha 3 de enero de 2017, procedente de lajefatura de UIF,

en el que se señaló que la AFP no va a recibú diredamente dinero en efectivo u otro medio, segón

los umbrales establecidos en el art. 9 de la LCLDA, no obstante, como sujem o6ligado, según el art.       

2 número 1 de la citada ley, deben contar con un sistema operativo que permita el monitoreo de

operaciones en efectivo u otro medio, aun a sabiendas que no serán reportadas como operaciones

reguladas conforme a las exigencias de la Ley.    I

l.2) Veibrerncián n[ derecho¢/ n seguriJnAjur( dicn v e virJUd de( n errónen interpretnción

y nplicnción de/ os nr1s. 13 y 9 de/ n LCLDA

La sociedad recurrente manifiesta que la Superintendencia la ha sancionado por una

conducta que eviden[emente no está contemplada en] os arts. 13 y 9 de la LCDA, misma que siendo

atípica implica una vulneración al derecho a la seguridad jurídica

Alega que de la lectura del arL 13 de dicha ley se comprende que la recurtente se encuenha

obligada a controlar ] as transacciones que realicen sus clientes y usuarios, que sobrepase las

cantidadu establecidas y las condicionu ndicadu en el art. 9 de la LCLDA. Por su parte, el

segundo articulo obliga a la AFP a infolmar a la iJIF, por escrito o cualquier medio electrórtico y eti. 

elplazo m imo de cinw días hábiles, cualquier operacián o transaccibn ya sea en diriero efectivo 0

por cualqoier otro medio que supere los umbrales establecidos

Manifiesta que la Supedn[ endencia, alejándose por comple[ o de los objetivos de ieportetta

establecidos por el legislador. en ] os arta 13 y 9 de ta LCLDA, vincula erróneamente que ] os

mismos también implican la obligación de" idenlificar operaciones inusuales o sospechosas".

Afirma que no lodo repoRe de transacciones que sobrepuen los wnbrales estab] ecidos en el

art. 9 de la LCLDA deben ser considerades como operaCiones inusuales o sospechosas por el

contrariq afendiendo a las carac[ er( sticas propiu de cada negociq rorsesponder8 efecWar on

análisis pormenorizado que co lleve a la seguridad de que una vansacción adquieve la calidad de

inusual o sospechosa. Asimismo manifiesta que el art. 3 de las NRP- 08 ha definido el concepto de
I

operaciones inegulares o sospechosas como mdu las operaciones poco usuales que se encuenVan

I



ffiera de bs patrones de trarisacciones habiNales y las que no sean sig ificativas, pero sf periódicas,

sin fundamento ewnómico o legal eviden[es, y todas aquellas operaciones inconsistentes o que no

guardan relación con et tipo de actividad económica del clienle.

Asevera que efectivamente existe una obligación de reportar o informar las operacioncs o

fransacciones; sin embacgo, la obligació de " identificar operaciones inusuflles o sospachosas",

indiscutiblemente deviene como residtado de un análisis que dista del momcnto en que simpleme te

deba reportarse la informaoióa

Sobre es[ e mofivo, 0000luye gue la Superintendeneia ha impuesto una saneióu eco ómica

por una conducta que los ar[ s. 9 y 13 de la LCLDA no contemplan ni exigcn que se realice al

momeoto en que se efec[ua ona ope ación, sino que dicha identificación es a posteriorr, siendo

ilegal el acto impu ado.

31 9obre el ores nto incumplimiento al art 25 de Ias Normns Técuicas para la Gestiún

de los Rieseos de Lavado de Dinero v de Activos v del Financiamiento al Terrorismo INRP-

3. 1) Vulneración al principio de congrueueia por la errónea interpretaeibn de la

norma

En relación al supuesm incumplimiento señalado por la Superintendencia dc no contaz con
I

un sistema informático automa[ izado que tenga como 5 alidad la deteccióq mottitoreo y

generación de alertas en tiempo real de las operaciones inusuales o sospechosas; y de aquellas

cuyos monros excedan los umbrales establecidos en la politica intema de la AFP y en la LCLDA, la

AFP wnsidera que la supervisora debiá hacu un anSlisis integ[ al de ] as nonnas jurídicas y

seeroriales, especialmente de la LCLDA en conjunto con la NRP- O8. El art. 25 del segundo cuerpo

no malivo e ge a las instituciones obligadas contar con programas inFomiáticos especializados u

otru herramie tas infortná[ icas para un monitoreo continuo de las cuentas y servicios ofrecidos a

los clientes, wndición que sí es oumplida por la apela te, tal como lo indieó en ] a auditoria

realizada pox la Superintendencia y en el procedimiento administ ativo sancionador.

Afinna que cuema con los sistemas CPS y YENSION 200Q circunatancia que fue

constatada por la Superi tendencia y evidenciada en el Informe No. ISP-E-OS/ 2015 de fecha 13 de

julio da 2015, lo cual fue coufirmada pox la supeevisoce en la resolueión del 12 de septiembre de

2018, en la que xeoonoce que efectivamente AFP CONFIA S. A ouenta wn sistemas informáticos
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erifocados, entre offos aspectos, al monitoreo de las cuentas. Por lo tanto, " la carencia de un

sistama" no es oiarto, deviniendo en ilegal ta sanoión impuesta.

ia apelante alega que la regulacibn conVa el lavado de dinero y de activos no con[ empla en

ninguna disposición el significado o el contenido del concepto " tiempo reaP', por Io que resulta

neresario auxiliarse de las mismas reglas establecidas en el Considerando VI, arts. I inciso 2° y 3

letras q) y ee) de las NRP- 08, de las cuales resulta evidenle que el término tiempo real debe ser

circuascrito a la operatividad propia de la AFP, es decir, a partir de sus actividades habituales, perfil

de riesgos,  riaturaleza,  tamaño,  tipos de producros y servicios,  clientes,  montos,  canales,

Vansacciones ha6ituales o correspondientes a1 giro ordinario de la ac6vidad o negocio.

Prosigue la apelante, que al no contar con el significado de tiempo reai, la Superintende cia

como ente con4alor que conoce la operatividad de la apelante, debió advertir que sus procesos

conllevan varias etapas que comprenden desde la recaudación de las wtizaciones previsionales que

realiaan los bancos autoriasdos a rtivel naciorial hasts la acreditació de lu mismas en las cuentas

individuales de ahorto para pensiones de cada afiliado que realiza la AFP, e virtud del proceso

estabiecido eu e] Reglamento de Recaudación de Cotizaciones Previsionales al Sistema de Ahorro

para Pensiones, lo que justifica que las alertas " en tiempo rea]" se generan justamente hasta que los

procesos de acreditación han finalizadq los cuales según el art. 43 de dicho reglamento, no

excederá de trein[ a d(as contados a partir del siguie te al plazo establecido paza efectuar los pagos

de las cotiazciones aI SAP.            

Co cluye en[ onees que la Superintendencia pretende imponu una sancióu besada , en

tipificaciones impreeisas o eu conceptos juYidicos indetertnjnados, sio considecec los psrámetros

establecidos por Iu NRP- OS paza efectuar una correcta in[ etpre[ ación sobre qué es uria alerta en

tiempo real, es una clara wl eración el principio de] egalidad y por ] o tanto con Ia finalidad de  

velarporlasgararitiasjurídicasdelosadministradosdebedeclazarsesuilegalidad                    

Agrega que el ait. 25 inciso segundo de lu NRP- 08, establece la base sobre la cual los

suje[ os obligados deben reali zr el monitoreo erzigido, especificando claramente que el nivel de este

lo determina la. evaluación de riesgo de la entidad y, en base a este y la parametnzación que se

establezca se genera la información que servirá para monitorear ] as operaciones i usuales o II
sospec6osas, las que ate d endo. a la definición normativa se enecentran írrtimame te vinculadas a

los patrones de traasacciones habituales de. la AFP, es dccit, al giro ordinario de la actividad o

negocia

q  .       
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AFP CONFIA,  S. A.  cuenta con el Sistema CPS y P200Q autorizados por le

Superintendencia, donde se registra toda la Vansaccionalidad de las operaciones del negociq el wal

se encuentra parametrizado e razón de la evaluación de riesgo identificado; y que informa de todas

aquellas tra sacciones que sobrepazen los US$ 25, 0OO. OQ situaciones que eran informadu por el

sistema, tal y como lo comprobó la SSF, los ouales servían para cealizar el anSlisis de todes aguellas

Uansacciones que se pudieran desviar del comportamiento esperado por el clierrte y así poder

investiga y reportar cualquier actividad sospechosa.

Expone que pua desvirtuar el supuesto incumplimiento es neceserio entender el alcance del

tértnino " eutomáHco' utili ado por el supervisor, siendo aste un"[ meoanismo] que funciona poc st

solo o que realizó total o parcialmente un proceso sin ayuda huma a".

En razón de ello, a& rma que los reportes generados por la hesamienta informltica utilizada

CPS y M00) son autométicos, pues es el sistema el que por sí solo xwliza la básqueda de aquellaz

operaciones que se han pazarneVizado, en base a la evaluación de riesgo del negocio, y que genera

el ceporte que sirve de base paza realiaar el mo itoreo correspondiente. Por lo tanto, xesolta

conl adictorio el aeñalamiento hecho por Ie Supetintendencia e¢ la resolución impugnada, por

aseverar que AFP COIVFL4, S. A. cuenta con pmp'amas i formáticos especiali ados y herramientas

informá[ icas para reali zr un mo itoreo de las wentas y servicios ofrecidos a los clientes,. es decir

efectivamente la supervisora compmbá. que se generaba la información del sistema conForme a la

parametrizaoión heoha basada en el an8lisis de riesgo, por lo gue se ha cumplido con todas las

exigencias contenidas en 1a noemative técnice; en conseeueneia, el supues[ o setlalamiento cerece de

oda motivación] egal,      

Contin5a la apelante, que la Supuintendencia en su informe ISP- E- OS/ 2015, basa el

supuesto inwmplimiento en el hecho que las alertas sobre Uansacciones no son oportunas, porque I

la infonnación que se genera de los sistemas son o iginados por las áreas operativas, las cuales al

iden[ ifioar diches operaciones infotman a la Oficialfa de Cumplimiento hasta que se corcen los

pmcesos perti entes. Pare este punto, la apela te aclaca qoe le cegulación coo ra e] lavedo de dinero

y de activos es de imperioso cumplimiento paca los sujeros obligados; sin embargo, en ninguna

disposición ae acfiala quien debe generar la infortnaeión, pox lo tanto en vista que la noimativa no

exige que sea directumente la Ofcialfa de Cumplimie to, esta se puede valei de las diferentea á eas

del negocio para obtener la información que le servir8 de base para monitoreaz las operaciones

inusuales o sospechosas. En ese ordeq la Superin[ endencia no puede motivu la sanción impuesta

i
en dicho razonamie tq en consecuencia debe declararse ilegal i

É
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En la conducta reprochada a la apelante, la SSF asevera que las áreu operaúvas in£orman a      

la oficialía de cumplimien[ o hasta que se corzen los procesos pertinentes, utilizando en el

se6alamieu[ o un térmi o indeterminado. Respecto e esta ülWna asevecaoióq tal como se expuso

con anterioridad es necesario [ e er clazo que la Administradora de Fondos de Pensiones debe

cumplir con el proccdimiento de acreditación contemplado en el art, 43 del RRCASAP y por lo

tanto será hasta que se realicen los procesos establecidos por la normativa previsional que ] as

wtizaciones previsionales podrán ser acreditadu a] a Cuenta Individual de Ahorzo para Pe siones

del afiliado.

II. Mediante aum de las once horas de] 8 de ocmbre de 2018, se dio intervención a la

representante legaf de la sociedad apelante, se admitió el recurso de apelación inte¡ puesto, se

suspendieron provisionalmente los efectos del acto impugnado y se abrió a prueba el preseMe

recurso. A través del escrito prwentado el 18 del citado mes y afio, la apelante apor[ó prueba

documental y un dism compacto que corten agregados de folios 27 al 30.       

III. Por medio de auto de las catorce horas cuarenta y cinco mi utos de] 5 de noviembre de

2018, se matidá a escuchar al señor Superintendente en bs términos que seflala el art. 67 inciso

final de la Ley de Supervisión y Regulacián del Sistema Finauciero ( en adelante LSRSF). En

atención a la audiencia conferida, el Direc[or de Asuntos Juridicos de la Supeciptendencia del  

Sistema Financierq actuando por delegació del Superintendente, presentó el escrito inicialmente

relacionado,: en ei cual emitió opinión sobre el recurso interpuesto y que en. síntesis se relaciona en
los siguientes términos          .           .            

I) Iucumplimieuto al ar[. 15 de la Ley del5ístema dc Ahorropara Pensiones

Sobre la preautrta wlneración al duuho a la seguridad jurfdica y al piincipio de tipicidad
I

como concreción al principio de legalidad alegado por la impetrante, el Superintendente expo e que

el salario mfnimo se refiere a la cantidad menor a recibir de dinero por un [ rabajador, por los

servicias prestados en u ajomada de trabajo. Esas sumas monetarias puede ser generales para uno

o varios sectores, ya sea para una rema determinada de actividad económica o profesiones, oficios o

trabajos especiales dentro de u a o varias áreas geogr5ficas. Dichos salarios so fijados de acuerdo

a lo establecido en el art. 38 ordinal2° de la ConstiNCión de la Republica y que es refor do en su

periodicidad de modificacibn por el ar[. 159 del Código de Trabaja   

Manifiesta que es insostenible lo expresado por la AFP, dado que el legislador e el art. 15

de la LSAP se limita tinicamente a estipulac ° salario mínimo", en vista que ] as cotizaciones

11 I
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previsionales de un empleado penden específicamente a sus ingresos salariales, los cuales a su vez

serán estipulados acorde al sector laboral a] que pertenece, es deciy no puede tener afiliado y

cotizando pensión a un trabajador independiente, dedicado al sector comercio o scrvicio y cotizando

con el satario básico del sector de recolección de cosecha de algodárt Por lo que es indispensable

determinac el tipo de sector laboral y activided que realizan los cotizantes, con el objetivo de

es[ ablecer el salario mínimo que conesponde, para logaz el eqnitibro económico y previsional

buscado por el legislador; en consecuencia, la adminishadora o puede alegar ignorancia a la ley. 

En relacibn a la £ alta de valideción en el sismma iníormático,  el delegado del

Superintendente aclece que si bien el insvuetivo SAP 001/ 99, detalla q e al presentarse n

forsnWario de pago individt al con insuficíencia en el IBC informado deberá ajustazse, pero debe

entenderse ain pequicio da Lo establecido en el att. IS de la LSAP que establece clacamente que el

i greso base para calcular las cotizaciones de los trabajadores independientes serS el i greso

mensual q e declaren aute la Institución Administradora, que e ningú¢ easo aerá inferior al salario

mínimo legal mensuat en vigencia; es decir que, éstos podrán rexlizar sus eportaciones de maneca

wtuntaria siempre y cuando cumplan con el parámetro de ingresos measuales ya estipulado y
acordado con IaAdministradora

i
Expresa que de conformidad co en el art. ] 0 del RRCASAP el IBC debe ser declarado arte

In Adminiatradoia mediants un Convenio de Pago al momen[ o de suscribi[ el conhato de a$ liacibu

respecfivo, romando en cuenta lo establecido en el art. I S de] a LSAP, el cual no podrá ser inferior

al salazio mínimo mensual vigente.

2) Sobr¢ eI incumplimiento al uYt. ] 3 en clación con el arL 9 de la Ley Contra el
Lavado dc Dincro y Activos

Sobre el ergumento expuesto poe la recurrente señalando m snfllisis subjetivo que violenta

el principio de legalidad y tipicidad, et delegado del 6uperintendente maztifics[ a que la LCLDA u

clara y especifica al determinar la obligación de reportar a la UIF las operaciones por encima de los

umbra( es económioos, sin de[ eauiner excl sio es; en ese sentido, la sarmionada debe pmcwar el

efec[ ivo cnmplimiento de las obligaciones de prevencibn LD/ H' f, atendiendo a la naturale a de las

operaciones que realiza como Admi ishadora de Pondos de Pensiones, pues es importante

considerar que cada movimiento registrado por la misma representa operaciones de dincro objetas

del con[ rol, seguimienYO y reporte, establecido en la LCLDA. Por lo que wnsidera no eo atendibles

os alegetos expuesfis porla apelen[ e.

12
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Respecto a la presunffi wlceraoión at derecho a la aeguridad jurídica en virtud de la ertónea    4 ienes oe` s e

interpretación y aplicación de los arts. 13 y 9 de la LCLDA, expone que el an. 9 de dicha ley
detertnina la obligación de reportaz waiquier operación o transacción ya sea en dinero, efectivo u

otro medio que supere los umbrales legales eslableoidos,  as(  como también de aquetlas

transacciones sospechosas sujetas a wntrol y monitoreo de acuerdo con dicho ar[ Iculo.

En ese sentidq se evidencia ineumplimiento al control y ieporte de las hensaeeiones que

superen los umbrales legales es[ ablecidos y que son de estricto cumplimiento para la entidad.

3) Soóre el incumplimiento al art. 25 de las Normas Técnicas para la Gestión de los

Riesgos de Lavado de Dinero y de Ac[ ivos y de Financiamien[ o al Termrismo( NRP-08)

En relación a la wlneración al Principio de Co gruencis por errónea interpre[ación de la

Norma,  el delegado del Supertn[ endente manifestó que la AFP cuenta con pmgamas y

herramientas infomiá[ icos como son el CPS y PENSION 200Q los cuales tal como manifiesta la

adminisGadora son sistemas. informáticos operativos paza administrar información relativa a

Tesorería, Compras, Cuemas por pagar, Activo Fijo, Inventerios,. Colas, Traspasos, Expediente

Electrónico, Beneficios, Gestio es, Expediciones, Presupuestos,. Recursqs Humanos, Fondos FOP,

BalanceShee[ Review; asicomolaAfiliació yRecaudación.

Agrega que en el art. 25 de las 1VRP- O8 el legsfador establece la obligación de contar con

un sistema iriform8tico especializado al enfoque deprevención de riesgo de lavado de dinero y de
activos, mismo que genere las alertas oportutias de manera automática, a efectos de realizar un

monitoreo de laz cuentas y servicias ofrecidos a sus usuazios.

A£trtna que no cue[ a con u sistema de alertas automático sobre. e] comportamiento no

esperado deLcliente,. tal como lo requiere el art. 25.párrafo segundo, de las NRP-08,.10 cual quedó

evidenciado en la visita de inspeceión realizada.      

Expone. que el objetivo at implementaz herramientes o programas informáticos no es solo

lograr reportes que permitan un control y seguimiento diario si nq que su fi slidad principal es

generar alertqe en tiempo real cuando Iqs operaciones no se. encuenhen confarme. al perfil

hansaccional", mismas que buscan generar una prevención en tiempo real ante los riesgos de estar

fren[ e a posibles transacciones. que puedan derivar en la ado de dinero, pertnitiendo con ellq o

sóJo docomentar las miemas lntemamente.pqi parte de dicha eutided, si no tambiéu r@accionar e el   

tiempo oportuno.e informaz a terceros viriwlados para sú seguimiento y proceder IegaL    
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E1 delegado del Superintendenm ooncluye que no son etendlbles los ecgumentos vertidos

por AFP CONFIA, S. A., siendo procedente declarar sin lugar el tecwso de apelació i telpuesto.

IV. Habiéndose concluido con los irámites que sedala la ley para el recurso de apelacióq se

pmcede a emitir la respectiva resolución definitiva. Para tal efecto, se abordarán los alegatos

planteados por la socicdad apelan[ e en el orden que han sido expuestos.

1. Incumplimiento al art. 15 de la Ley del Sistema de Ahorro para Pensiones

Vu/nerncián ded Aerecho n la segierldnd Jnrld(cq y n! pNnclpto de LiplciAaA eamo

cancreción alprineipia de legnlidad, estab[ rrldos en los rtr[ículos 2 y 86 de lrt Cansfitucibn

Como se ha expuesro, AFP CONFIA, S. A. es del criterio que el Superintendente no toma en

cuenta la indelcrminación en la norma acerca de cuál es el salario mWmo legal me sual en

vigencia, en tanto que ezisten diferentes larifas de salarios m(nimos deletminados por el Consejo

Nacionat del Salario Mínimo.  AFuma quc no es compctencia de este Comité ni de la

Superintendencia fijar un par3metro para la dete[ mi ación de una categoria de salario míriimo, el

c al debe estu establecido y detffilado en la ley, por lo que eonsidera que se ha violado el principio

de tipicidad como conereción del principio de legalidad al ser sancionada por haber acreditado

cotizaciones de Vabajadoru indepe dientes cuyo ingreso base de cotizacióq sea inferior at salazio

m(nimo vigen[ e y que por ello sa ha infringido el art. 15 de la LSAP.

A juicio de la apelante, el II3C del sefior Rigoberto Mayorga Toxces ( CIS$ Z00. 00) no es

inferior al salario mínimo mSs bajo( OS$ 98. 70 corzespondie te a la recolección de algodón), de los

salarios vigenies a la fecha dc la a ditoria realizada por la Supeiintendencia; por lo que no se ha

incumplido el art. 15 de la LSAP.    

Poi au perte, el SuperintendenYe expuso que en el arC. 15 de la LSAP el legisledor solamente

establece como Ifmite que el IBC no debe se i fecior al sale io mínimo, en vista que las

cotizaciones p[ evisionales de un empleado depeoticn espeoífioamente da sus jngresos salariales,

siendo indispensable identifioar cl sector labaral 9 la eeüvidad realizada por aos cotizantes, a efeoLo

de de[ ermi ar el salario mínimo oorrespondie te y asl. lograr el. equilih' io económioo y previsioual

buscadoparellegisladoc      .    

De los anteriores argumentos planteados, este Comité hace las s guientes consideraciones:  f

Como es sabido, el principio de legelidad constimye u a garantía Ael ciudadano frente al

podee del Hstado, ya que las acNaciones de las a[ oridades p blioas que incidan en la es£erejur(dica

14
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de las personas ( limitando o ampliando el margen de ejercicio de sus derechos) deben basarse en

una ley previa. En esa misma linea, la Sala de lo ConsIltucional ( en adelante SCN) expuso el

wn[ enido de este principio, así': ( i) la interve ción en el goce de un derecho debe realizarse con

base cn u a] ey previa al hecho enjuiciado— lex praevia—; ( ii) dicha ley debe haber sido emitida

exclusivamente por el parlamento y bajo el cazácter de ley foxmal— lu scripta—; ( iii) los términos

utilizados en la disposición normativa han de ser claros,  precisos e inequ( vocos para el

conocimiento de la generalidad-- lex certa—; y, ( iv) la aplicación de la ley ha de guardaz estricta

concordancia con lo que en ella se ha plasmado— lex stricta—.

Asimismo, la jurisprudencia consti[ ucional' afirma que ef principio de legalidad es una

derivación wnceptual de la segwidad juddica, que consiste en la sujeción del ejercicio de las

potestades públicas al ordenamiento jurídico. A la vez, es considerado como un pilaz fundamental

que da tida al Estado de Derecho.

En materia sancionatoria, este principio se desenwetve en dos vertientes: u a formal, que

suele denominv se exigencia de reserva legal, y otra material conocida como mandato de
tipificaciónlegaL

E consonancia con lo znterior, la garentía de] egalidad de ] a potestad sancionatoria de la

Administración, se identifica con el conocido pri cipio penal " núllum crime nulla poena sine lege"  

el cual e ge Ia existencia previa de una norma legal que, por una parte, tip que la conducta que se
pretende castigar ( principio de legatidad de ] a iril'racción); yporrotro lado, establezca la sanción

aplicable a quienes íncurran en dicha conducia( principio de Iegalidad de la sanción).   

En nues[ ra Constltución, el principio de legalidad se encuentra ronsagredo en el art. 15, que

dispone que nadie. puede serjuzgado Sino conforme a les leyes promúlgadas wn anterioridad al

hecho de que se trate, y por. tos tribunales que previamente haya establecido ] a ley: La garantía
constiNCional de este prinoipio impone al legislador la obligeción de definir previa, tasativa e I
inequívocarnen[ e ] u conductas wnsideras como repmchables y las sanciones en laz o,ue i cursirS

quien cometa alguna de Ias conductas pro} tibidaa Dicha disposición obliga a que no se uffiicen

conceptos oseuros, indetenninados o inciertos, que puede iuduoir a acbiteaciedades que eausen

inseguridadjuridica a los adminisGados, pues cada individuo debe entender pedectamente cuát es la

Sentrncin pronunciada a las diez horas veinticinco minums de123 de febrero de 2018 en el proceso de ampero

580-2015.  Semencie de Incons iNCionalidatl de las catorce horaz cuarrn a minúms de131 de agosro de 2015, en el proceso
co referenciall5. 2012.      
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conducta que configura un incumplimie to y cuáles set3n lu sanciones a imponer en caso sean

incumplidas las disposicioneslegales.

Por otra parte, denho de la técnica legislativa para la de[ erminación de ta infracción y su

correlativa sanción tenemos la ley penffi en blanco, que coasiste en aquella disposición qoe rcmite el

complemerto de un pcecepto a una disposioión d'ü[ iota, oualquiera qve see el origen y ubicación de

estfl última. Es[ o implica la remisión a una disposición diferente a la penal o sancionadora, que

puede ser del mismo ra go normativo ( normas penales en blanco rmpropias) o de uno inferior

normas penales en blanco propias), E c anCO a las segundas, éstes se caracterizan por requerir el

reenvío a disposiciones creadas por órganos dislintos al Legislativo y de infe iorjerarquía.

Estfl postura[ iene acogida en la doctrina administrativista, cn la que el tra[adisla Alejandro

Nietó ha expuesto que una ley cn blanco es una ley incompleta ( por su wntenido) o una ley de

remisibn  ( por su funoibn)  que,  conscieute de sus care¢ cias,  encomienda efectivamente al

Reglamento la tarea de wmpletazlas, aunque cuidándose de indicarle cómo completarse. Cabe

aclarar que debe entenderse que la ley remi6da no suple los olvidos de la ley sino que completa lo

qüe esta ha dejado sin terminar pero ya comenzado.

Sobre esla técnica, ] a SCN' estima que. puede ser admisible si la protección pe al del bien

juridico. se encuenVa inexorablemente relacionada con aquellos secmres sociales cuya regulación

jurtdica no pueden permanecer es[ átice( como en el sistema finenciero) y, adembs, si el n5cleo dc la

prohibición penal aparece claramente detallado e el tipo, teniendo el reenvío un cazácter expreso y

netamentecomplementaria

Hfl así q e dicha Sela hace distinoión enL'e:( i) leyes penales en blanco eo" sentido estrietd',

es deeig equellaz que establecen la sanción a imponay siendo necesario complementae el supuesto

de hecho plicable aI presente caso-; y, ( ii) leyes penales en blarico " al revés" en las que la

cond cta prohibida está planamente deserita, més uo la consecueneiajuridica euya detertninaoiún

iequiere de oh'a nonna. Por lo t¢nfq la única manera de sólventac estas contradicciones ent e esta

técnioa legislativa y el priuoipio de Iegalidad, adica en fijnrle límites u su utilizucián.

De ahf que el legislador tiene cicmpre ] a posibilidad de recurr'v e le complementación

normativa por medio de un reenvío exterior, es decir, a otra dispasicibn de igual o inferior rango

Icgal, sicmpre que la aturaleza de la materia así lo exija, y describa de forma clara, precisa e

Niem, A. Dcrccho Adminisha[ ivo Sancionador. Tecnos. Madrid, 20 12. Pg. 222
Sentencia de IncovstiW cionalidad de les catoree horas cuarentaminuros del 31 de agoslo de 2015, en eI proceso

wn referencia 115- 2012
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inequívoca tanto la conducta penalmen[ e sancionada y la sanción a imponey no pudiendo dejar su

determinación absoluta o completa a uria autoridad distinta, particulazmente de inferior rango°.

En el presente caso, a la administradora de fo dos de pensiones se le atribuye la infracción

aI art. 15 de la LSAP debido a que en el proceso de acreditación de cotiaaciones de bs[ rabajadores

independientes a través de fortnulario de pago individual, no ha implementado ona validación en su

sistema infortnStico, que le permita identificar e impedir las acreditaciones de cotizaciones cuyo

importe de Ingreso Base de Cotizacióq sea inferior al salario mtnimo vigente.

El incumplimiento señalado se debió a que el seflor Rigoberto Mayorga Torres ( irabajador

independien[ e), para el per(odo de devengue de mayo 2015 realizó el cálculo de su cotización con

u BC de US$ 200. 00 que segGn la Superintendencie es i f'erior al selario mínimo legal vigente.

El citado ar[. 15 inciso 1° dispone: "( eJl ingreso base parq colcular las rofrzaciones de/ os

babajadores indeperufientes,  será e[  ingreso mensua[  gue declaren arzte  / a Instihmión

Administradora, que. em ningún caso seró injerior nf solario m[nYmo lega! mensua[ en vtgencta.

Las trabajadores independientes serón responsables del pago rotal de las rotizaciones a que se

refieree[ arficv1o16deestaLey"( egritaagregado). 

De la lectura del contenido del art.  15 de la LSAP se de[ ermi s que el legislador ha

utilizndo la técnica del reenvfo pata wriLgurar la infraccibq ya que se necesita saber las tarifas de

7os salarios mínimos por. rama de actividad eco ómica que decreta el Consejo Nacio al del Salurio

Mínimo para completar el lipo in& actor. Es decit, que para que a A£P CONFIA, S. A se le atribuya      .

el incumplimiento de dicho artículo, se debió establecer pot el legislador a qué rama económica

pertenecía el salazio mínimo que deóió Laberse utilizado en el caso del seSor Rigoberto Mayorga

Tottes.

Para el cumplimientu de esta disposiciónJos trabajadores independientes deben calcular sus

cotiaaciones con el IBC que declare a la AFP y en ningún cuo será itúerior at saterio mfnimo legal

en vigencia. Sin embargo, para efectos sancionatoiios esta disposición m establece a qué rama o

actividad econbmica conesponde latanfa de salario mfnimo a que se refiere dicho articula,.  .     I

Relacionado con este punto,. es necesario tener en consideración el contenido del art. ] 0 del         

RRCASAP que establece la obligación de] os traóajadores independientes de declarar su ingreso

mensual ante la AFP mediante. ün Convenio de Pago. el momento de suscribirei mntrato tle  ..

Sentencia de Inconsti ucionalidad de las carorce hnres cuazenta minutos del 31 de agosro de 2015, en el proceso
conreferenciel15Q0I2
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afiliaciba Con la infortnación declarada por el trabajador, podda determinarse a qué sector laboral

pertenece y qué satario mínimo seria el aplicable paza efectos de cumplir con lo sedalado en el ari.

15 de la LSAP; sin embazgo, para efectos sancionatorios no es posible configuraz el tipo infractor al

momento de la aplicación de la ley.

Cabe aclarar que la Constitucián ha reconocido a los habajadores el derecho a devengar un

salario mfnimq que se fijará periódicamente. Este atenderá sobre todo al cos[ o de la vida, Indole de

la labor, diferen[ es sistemas de remuneracióq distintas zonas de producción y a oUos criterios

similares, el cual deberá ser suficiente para satisFacer las necesidades norsnales del hogar del

trabajador en el orden materia(, moral y cultural( art. 38 ordinal 2°).

Los arts. 155 y 159 deI Código de Trabajo estipulan que coaesponde al Consejo Nacio al

de Salecio Mi imo fijar las tarifas de salarios mfnimos, que se aprobarán mediat te decreto, los

cuales deberán ser revisados por lo mems cadn tres años.

En el caso que nos ocupa, este Comité advierte que e el mes de devengue sobxe el que

cotizó el señor Rigoberto Mayorga Torres ( mayo de 2015), se encontraban vigentes los Decretos I
Ejec[ ivos 103, ] 04, 105 y 106 p bliwdos en el Diario Oficial del 1 de julio de 2013, que fueron

referidos por la apelante, los cuales establecían 10 diferentes salarios mínimos según sectores

económicos producfivos de la nación de la siguiente forma: a) trabajadores agropecuarios; b)

comercio y servicio; c) i¢dos[ cis; d) mequila teaKil y confeocibn; e) cecolecció de cosechas,

s bdivididos en: café, algodón y caüa de anícar; g ind s[ ria agdcola de lemporada; subdivididos

en: beneScio de café, ingenio amoaruo y bene& oio de algodón.      

Como puede advertirse el arL 15 de la LSAP no precisa a qué 5po dc sector productivo se

roflere el salario mtnfmo legal naensual en vígencia, por lo que el Supecintendente uo puede

complemen er el supuesm de 6eehq determinando a qué tipo de sector pioductivo cosesponde la

tarifa de salario mínimo que debe coaciderarse para efectos sancionatorios. Dicho en otros términos,

o puede estipularse como uoa conducta tlpica que el IBC Ael se8or Rigoberto Mayorga Torres sea

inferior al salario minimo meosual en vigencia, debido a que la disposición legal señela a q é tipo

deru6roeconómicosereFere.              

Como se dijo en páaafos precedentes, e] principio penal ° m llum e ime, nulla poena sine

lege°( ningán delitq uiog na peua sin ley previa) exiga la ex s[ encia previa de uoa norma legal que

ipifiq e la conducta q e se pretende cestigar( peincipio de] egalidad de la infraccibn), eirounstanoia

qoe en esfe caso no se he cump do al m. haberse configurado el tipo infraemr. Por lo quG al no
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exisfv u a conducta sujeta de infracción, tampoco la conducta de la entidad puede ser sujeta de l0

sanción. En consecuencia, procede su revocación.

Una vez establecida la ilegatidad de la sanción impuesta por wlneración al principio de

tipicidad como concreción del principio de legatidad, este Comité omitirá pronunciazse, por

ino&cioso, sobre el segundo argumento expuesto respecto de esta infracción.

2) Sobre el oresunto incumolimiento al art 13 en relación con el art 9 ambos de In

Lev Contra el Lavado de Dinero v de Activos( LCLDA)

Vlo(ncibn n 1osprinciptos Aelegrt( tJrtdy tipicidnd

Sobxe esta ínfracción, la apelante alega que el art. 13 de la I,CLDA eaige verificar todas las

transacciones que se realicen bajo los paráme[ ros, cantidades y condiciones fl las que alude el art. 9

de la LCLllA. Fste último artículo requiere separar lu operaciones en efectivo de aquellas que se

efectúan por cualquier oUO medio di£rrente a este. En ese sentidq se establece la obligacián de

reportar las transaccionu . 0 opetaciones e efectivo. que excedan ] os US$ IQOOO. W . y las

operaciones financieras que se efectúen por walquier otro medio cuando fueren superiores a

US$25, 000, 00, o sus equivalentes en cualquier moneda e# ranjera, cuando sean realizadas en un

mismo día o: en el plazo de un mes, sean individuales o múlliples, e independientemente se    

consideren sospechosas o no.        

Sobre este motivo, el delegado de] Superintendente expresb que la LCLDA, es. claza: y    

especifica al determinar la obligación de reportar ] as operaciones . que superan los . umbrales

económiws establecidos en el arL 9 de la LCLDA. Agrega que debe considera se cada movimiento

regisVado por la misma, el wal representa sumas dinerarias, foco principal del control, seguimien[ o

y ieporte, acorde a 7o establecido en la Ley ConVa el Lavado de Dinero y de Activos     .      

De los anteriores argumentos, este Comité hace las siguientes consideracioner. I
I

En reiteradas resoluciones, es[ e Comité lia expresado pue elprincipio de tipicidad dirige

ta to la labor legislativa como la del aplicedox de la norma. Respecto de la pcimera, la tipificación       . I
i

tipo normativo— de la inGaccibn consisle en 1a descripción que hace el legislador de fotma

genérica sobre la prohibicibn de determinadas conduc[ as y sobre su sancián como consecuencia. En

ese orden de . ideas,  el mandato de taxatividad, determinación o certeza en el Derecho

Administrativo Sancionador e ge que la ley describa úna. conduc[ a ( acción u omisión), de sus

elementos esenciales o de. forma genérica, pero que sea constatable por e] nplicador de la ley..Entre
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estos elementos se encuentran la acción u omisión como conducta especificamente regulada, los

sujeCOS acCivo y pasivo delainfracción, elbienjur(dico tutelado yla sancián espectfica mereoida°.

Desde la perspecHva del aplicador e] j icio de tipicidad conlleva un esfuerzo intelutivo que

implica adecuaz la conducta cometida por el supuesto infractor a 1os elementos previs[ os en ] a

norma que ] a describe. Las autoridades adminiskativas facultadas paza imponer sanciones están

sujetas a los tipos punitivos, de tal fomie qne no pueden ejecutar tales potestades respeao a

comportamientos que no se encuentren individualizados en las normas respectivas.

AI rcalizaise un juicio de tipicidad ( ntegrq se mnfigura la Oamada conducta ttpica,

categor( ajwtdica que se refiere al comportamienm dolado de nna identidad entre sus componentes

fácticos con los deserims en abstracto por la norma juddica eaocionadoxa;  ea decir,  la

homogeneidad del hecho real con los elementos normativos que fundamentan el contenido material

del injusto— en su scntido de prohibicióna—.

En el pxesente caso, AFP CONPIA, S. A. co[ rovierte el juicio de tipieidad a cargo del

Superintendente, por lo que se analizará si este he vulnerado los derechos de lcgalidad y tipicidad

delaspelante.     

La wuduo[ a por la cual fue sancionada la recunente es por  " enrece [ r] de eontroles

internos parq idenNftcar operacianes inusuales a sospechosus qve de forma ncumaloda por

operaciones segmentadas en lm mismo dla o en el tdrmMa de im mes, svperen las umbrnle.s

establecrdos en dicha artículo, parn las ca izaciunes obligarorias ealizadas por los trabajadares

independtentes, cuyo umbral utablecido para qu¢ la Jefa[ ura de Fondos reporte operaciones a la

Of+cial de Cumplrmfenta, asciende a vefnficinco mil Uólm e,v de los Estados Unidos de Amérrca

ÍC/ S$25, 000), dejando par fiiera nquellas ryue senm m yores n diez mi! Dálares de lar Estndos

Unidos de América ( US$ 10, 000) y menores a veinticrnco mil Dólares de / os Estados ( Jnidos de

dméHen(( IS$25, 000)"

En] a auditoría realizada por la Superintende cia se verificó que en las Yolíticas Intcmas de

Pmcedimien[ o de Prevenciáq Detección y Reporte de Operaciones Relacionadas con el Lavado de
r

Dinem y de Actiyos ( DOT- 045), consta en el numeral tercero el mapa de proceso para el pago de

cotizeciones y bene5cios q e superen los veinfioinoo mil dólares( US$ 25, 000. 00), los cuales deben

Sentencia de laz hece horas con civcuenta y tres minutos del veinticuaüo de ngosto de dos mil quince, en el

pmceeo de inconstlWCiovalided 534013/ SA- 2013/ 55- 2013/ 60 2013.
Senrencia de las nnce hovav vain[ isiete minulos dd doce dejplio de dos mil heoe, proowmiada en el proceso

oo twcioso admioistcativo wn refuenoia 28G2009.

20



é` R Yqq'
g   vo. r4 9
v

V
U

GJNEgoAS

ser enviados al Oficial de Cumplimiento para que este proceda a informarlo a la UIF; sin embargo,  
no se consideró en dicho procedimiento aquellos ffámites que se reaticen en eFectivo, iguales o i

superiores a las diez mil dólares( US$ 1Q000. 00). I,

Respec[ o de este i¢ cumplimiento, este Comité considaa opottuno hacer referencia al

procedimienW paza la cecaudación de las cotizaoiones pievisionales y la acreditación a las cuentas
individuales de ahorro para pensiones que co stan en eI RRCASAP.   

El art. 7 inciso primero del re£ erido cuerpo normativo establece que la recaudación de las II
rotizaciones de Ios afiliados al SAP residentes en E1 Salvadoq se realizará a través de entidades

bancarias que operen dentro del país y se encuentren inscritas en el Regis[ ro Público del SAP. Es

deciy que las AFP no pueden recibir pago de cotizaciones de los trabajadores independientes en

efec[ ivq ya que esto es una atribución de los bancos. Para efectuar la recaudación, los bancos y
cada AFP deben suscribir un contrato de servicios de recaudación e el que se acuerde abrir una

cuenta cosience a nombre. de] Fondo de Pensiones, en la que se regisharán exciusivamente Las
operaciones de recaudación de] mismo.     

Una vez realizado el pago. de la cotizsción, la entidad recaudadora. remitirá a Ja AFP, al

siguierte d( a hábil de recibido el pagq el listado de los.. pagos ( con. indicacibn de la fecha de     

recepción en caja.y la agencia o sucursal en que se recibió) y los originales de Ias plenillas de pago.      .     

Con esa dpcumentaci5n la AFP Ilevará a cabo. las copciliaciones de planillas siguientes: I) con

abonos bancarios; y, 2) de pago de cotizaciones.previsionales( art. 42 deI RRCASAP).       

Posteriormente se reahza la acreditación, que consiste en la asi ación da las wdmciones

al fondo de pensiones, en las cuentu de sus titulares, para ello la AFP debe efectuar vahdaciones

4
que permitan identiScec al propietario de la wtización ( art. 93 del RRCASAP). FinalmenCe, se

abonará el pago de las cotizaciones a ] as Cuentas I dividualu de Ahorzo para Pensiones ( CIAP),   

según cmresponda( art. 46 del RRCASAP}

Por oVa parte, el art. 15 de la LSAP no estipala un máYimo de BC para el cálcu] o de las

cotizaciones de ] os trabajadores independientes; no obsta te, el art. 14 de la LSAP st establece

dicho m5rzimo wn respeoto a 7as qoti ciones de los trabajadores dependientes; por lo que

atendiendo al principio de igualdad consagrado en el art. 3 de la CN, por igualdad de condiciones,   

debe e tenderse que el ] BC máximo es aplicable al trabajador dependiente e i dependiente.  

Así las cosas, el límrte máximo del ingreso báswo de cotización será el eqwvalente a ] a

mayor remuneración pagada en moneda de curso legal poi la Administración Pública, dentro del
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tertitorio nacional, de conformidad a la Ley de Salarios con cargo al Presupuesto General y

Presupuesto de Institucioces descentrali adas no empresariales,   excluyendo gastos de

representacióq así como los salarios que aparezcan señalados en dicha ley para las plazas del

Servício Diplomáfico y Consular.

Ue ucuerdo a la Ley de Presupuesto y la Ley de Salarios para el ejercicio financiero fiscal

del afio dos mil quince, aprobedas mediante Decretos Legisla[ ivos No S66 y 867, xespectivameote,

publicados en el Diario Ofcial No 229 del 8 de dieiembro de 2014, la mayoc rem neracián pagada

por la Administracián PGblica fue de US$6,377. 15. De ahí que la eotización obligetoria para un

trabajador independiente pa a el año 2015 no podrta ser superior a US$ 829. 03 ( 13% 9 sobrc cl íBC

máximo), lo que confirma que, efectivamente, la apelunte no recibe pagos de wtizaciones que

excedan los diez miI dólares en efectivq tal y cmno lo establece el art. 9 de la LCLDA.

El art 13 inciso 1° de la LCLDA regula que: "! os sujefos obligados deben controlar / as

transacciones gue realrcen sus clientes y usuarios, gae sobrepase[ as cantidades establecidas y las

condiciones indicndas en el arL 9, inciso primero de la presente ley."

Poi su parte, el ert. 9 inoiso 7° de IaI, CLDA dispone que: "[ IJos sujetos obligadas deberdn

iryformqr a la UIF, por esrrito o cual9uier medio edutrbntca y en e! plazo máximo de etneo días

fiábiles,   cua[ guier operncián o hansacción de ejectivo,  fuere  - individual o múltiple,

mdependientemente que se considere sospechasa o no, reaBzada pm cada usvmria a cliente que en

un mfsmo día o en el término de Ym mes ceda los diez mil dálnres de dos Estadas ( lnidos de

América o su eq dvalemte en mralquier nvoneda extranjera. El plazo para remiNr! a irrformación se

computarq a parflr lel din sigi iende de realizada In operación o hansacción. Igwal responsabi/ idad

tendrán st se tvata de operaciones fsnancierns 9ue se efechien por cualguier atra medio, si esfa

fuere superrar a veinticinco mil dólares de ] os Esmdos Unidos de América a su eg: aivalente en

eualgaier moneda irottjera."

Las anteriores disposiciones, ohlignn a AFP CONFIA, SA. a conter con controles, polítices

y procedimientoe co el fin de identificar las opexxcioues o úansacciones sospeclwsas, de efectivo

que exceda los diez mil dólares o las que se efectúen por cualquier otro medio que superen los

veinticinco mil dólares.

Vióenro e la fecha de realizarse la ouditoda por la Superintendencia( Informe Borndor No. ISR& OS/ 2015,
elabarado el 13 dejulio de 2015).      

22



9` pfirA^ 94
rz C

y T

Sin embargo, AFP CONFIA, S. A. se encuentra imposibilitada de afecmar dichos conVoles   
OQryFSOF s`s

respecto de las cotizaciones ob[ igatorias realizadas por los hqbajadores independienies ya que, el
sistema de recaudación ( por notmativa) no permite que la entidad reciba pago en efectivo de las
cotizaciones de trabajadores que sobrepasen los diez mil dólares. En consewencia, a( Vatarse de
una imposibilidad de enco trazse de un supuesto de hecho, la entidad no puede ser sancionada por
este incumplimiento.

Hste Comité considera oportuno aclarar que la AFP, de acuerdo con los arts. 2 Inciso 3°,
número 1) de ia LCLDA y 7 letra d) de la LSRSP es un sujeto obiigado ei cumplimiento de la
LCLDA, por lo tanto de6e identi6caz fehacientemente y con la diligencia necesaria a todos los
usuarios que requieran sus servicios. Asf como tambié deben controlar las transacciones que

realice sus clientes y usuarios a efecto de identificar oportunamente walquier hansacción inusual

o sospechosa, respec[ o a ac[ ividades que la admirtistradota pudiera malizar, que no se refieran a las
cotizaciones de los trabajadores.

Asf las cosas, el considerarse que AFP CONFIA, S. A. no se enconVaba dentro de los

supuestos de hecho que exige la ley, no puede aVibuírsele elíncumplimiento. En consecuencia, la
saución únpuesta winera el principio de tipicidad por lo que procede su revocación.         

Establecida le vulneración al principio de fipicidad, este Comiti omitirá pronunciarse, por .    I
inoficioso, sobre la wlneración al derecho a la seguridad jwídica por ercbnea inteipretación y.  .
aplicación de los arts, 13 y 9 de] a LCLDA.                 .

3) Sobre el oresunto incumolimiento al t 25 de 1 N s Té   ' as oara I Gesfó

de los Rieseos de Lavado de Dinero v de Acti os v d 1 F'      ' a  '   to al T      ' sm lNRP

Vulneración al principio de congruencia por la errónea interpre[ ación de la norma

La AFP considera que se debió hacer un análisis integral de las normas juridicas y
sectoriales, especialmente de] a LCLDA en conjunlo con la NRP- 08. La apelante expresa que da

wmplimiento a lo dispuesto en.el art. 25 de la NRP- OS ya que cuen[ a con los sistemas informáticos

CPS y PENSION 2000, enfocados, entre oGOS aspec[ os, al monitoreo de las cuenlas. Por lo tanto,

no es. cierto que exista " carencia de un sistema", deviniendo en. ilegal la sancibn impuesta. Agrege

que en d chos sistemas se registra toda] a transaccionalidad de las operaciones del negociq en los
que se encuentra pazametrizado las transacciones que sobrepasen 1os US$ 25, 000. 00. . Las
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parameVizaciones sirven para realizar el an8lisis de todaz aquellas transacciones que se pudieran

desviar del compoHamienm esperado por el cliente y así poder investigar y reportar cualquier

actividad sospechosa.

Agrega la apelante que en la nocmativa contra el lavado de dúiero y de activos uo se

cootempla en disposición alg na, el significado del couoepto" tiempo real°, poc lo que este debe ser
circunsaito a la operatividad propia de IaAFP, es deciq a partir de sus actividades habituales, perfil

de riesgos,  naturele e,  tamafio,  tipos de pioducros y servicios,  clientes,  mon[ os,  canales,

transacciones habiWales o cottespondientes al giro ordinario de la actividad o negocio.

Señala además, que los reportcs generados por la herramienta informática u[ ili ada, sí son

automáticos, porque el sistema por sf eolo xealiza la btisqueda de equellas operaciones que se han

parametrizadq en base a evaluflción de riesgo del negocio. Poc lo que resulta eon[ eadictorio el

señalamiento hecho por le S peeintendencia en la resolucibn impugnada ye que sa wmprobó que

efectivamente se ge eraba la infonnaeión del sistema confocme a la parametdzaoibn basada en

andlisis de riesgo, habiendo cumplido con las exigeneias coute idas en le nocmativa técniea; en

consecuencia, eI supuesto señalamiento carece de toda motivncián IegaL

Por su parte, el delegado del Superintendente expuso que la AFP cuente con los progamas

y herramien[ as informáticos CPS y PENSION 2000 los cuales,  tal como manifiesta la
admiiilstradora, son sistemas inforsnSticas operativos para administraz infortnacibn relariva a

Tesorería, Compras, Cuentu por pagar, Activo Fijq Inventarios, Colas, 7' raspasos, Expediente

Electrónico, DeneScios, Gestiones, Expediciones, Presupuestos, recursos Aumanos, Fondos FO$

Balance Sheet review; así romo las Afli iación y Recaudacián.      

Que el ert 25 de las NRP- 08 es claro en establecer la obligaoióa de contar con uo sistema

informático en la prevención de riesgo de lavado de dinero y de activos, mismo que ge ere las

alcr[ as oporNnas de mane[ a automática, a efectos de realizar un monitoreo de las ouentas y

servicios ofrecidos a sus usuarios; atertas con las q eno euenta al sistema de la aupecvisada.

Sobie esta infYaaión, este Comité aclara que los argumcntos plentezdos por la apelante se

cent an en la wlneración el pcincipio de tipioidad y no al da congniencia como lo ha sefielado.

En cl presente caso, la conducta q e se Le ah'ib ye a APP CONFIA, 9.A. es por

i cumplimionto al e t. 25 de la NRP- 08 poc no contar con un sistemfl infoimático automatizado que

teuga como finalidad la deteccióq moniloreo y generación de alerJas en tiempo real da las
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operaciones inusuales o sospechosas y de aq elles cuyos montos excedan los umbiales establecidos      J O"= s F` s:s

en el art. 9 de Ia LCLDA y en la política intema de la AfP.

El referido art. 25 dispone que: "[ IJas entidades deben contar con programas injormátiros
especializados u ofrps herramientqs informóticas gue permi(an realizar urs monitoreo con( inuo de

las cuentas y servicios ofrecrdos q los clientes, entre ellas los operaciones activas, pasivas y
patrimoniqles, inclusive aquellas registradas en cuentas de orden y en cuenms contimgentes coma
fdeiromisos, carteras en adminisbación, enbe otros, con la finalidad de genera alertas en tiempa
rea! cuando[ as operaciones no se encuenben romforme al perfil Mansaccional.

Ef nivel de manitoreo de [ as transacciones lo determino la evaluación de riesgo de ! os
clientes de [ a entidad. Con fimdomenta en su análisis de riesgo y/ a parametrúación establecrda
por la entidad,  ésta debe establecer señales de alerm particulares pmn su negocio y en
ronsecuencia establecer 7as tipos de monitareo necesarios para idemtifrcar apesaciones inusvales o

sospechosas. Lqs programas inform6tiros debett generaq en form¢ qutomálica y oportunq alertqs
sobre trmzracciones que se desvien de[ comportamiento esperado del cliente."              .    -

Este antculo delimlta que el monitoreo debe realizarse en les cuentas y sarvicios ofreoidos a
los clientes. A1 traterse de una administradora de fondos de pensiones, sus clientes son los afiliados,

los. cuúes manfienen una relación jurídica: que origina derechos y obligaciones que la. LSAP  
establece.      

Otro de los puntos . que debe: analizarse por parte- de este Comité es io relacionado a la

exigencia que las alertas deben ser generadas en. fiempo real. Para ellq es necesario traer a

consideración: I) qué es lo que se considerará como " tiempo real" y 2) si la adminisúadora de

fondos de pensionu estaba en la posibilidad que concurriera el supuesm de hecho a 5n que a ésta se
le exija la observancia del art. 25 de las NRP- 08.      

Tal como] o rma la recurrente en su escrito de apelacióq el télmino " tiempo reaP' no se

encuenVa definido en la normariva antilavado ( LCLDA, ItLCLDA, NRP- OS e Instructivo UI y
de la lectura del acto impugnado se evidencia que el se8or Superin[ enden[ e omitió establecer el
alcance de dicho término.   

El ert. 25 de la NRP- OS hace refeicncia a le obligación de comae. con un sistema

especializado que genere] as alertu en fiempo real, por lo que es necesario que cste comi[ é dote dc  
contenido dicho térmi a
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Según Luis Miguel Jiménez Oaroía y ohos10, cl término sistemrt se define como un coqionto

de componentes que colaboxan para alcanzar algún propásito comtin; asimismo, define sistemn de
tiempo rers[ como u sistema basado en un computador que debe resolver diferentes aspectos de
forma simultánea: rápida respuesta; operación continua; reacción ante estimulos; falto en los

oomponeotes o e sus conexionea; incertidumbre acexce de los retardos de procesemie to y

wmunicación; posible distri6ución geog ca y la posible necesiAad de adaptarse a lo largo del
tlempo( mientras es[ á opeisndo) ante cambioe de reque imientos y cirounsta¢cias. Los autores antes

mencionados afirman que uo sistema de tiempo real resoelve los anterioras aspectos por medio de la

colaboración entre componentes que individualmente no tienen un wnocimiento del sistema en su

conjunto.

Mencionan además que cualquier de£ nición de los sistemas de tiempo reul debe destacar

dos aspectos que soa

a) Se trata de sistemas en los que el tiempo de respuesta es un aspecto olave. Es decix que

no impo[ s solo que sea capaz de geneear un resultado coaecto sino que éste se produzea en u

tiempo detenninado.

b) Debe responder unte estlm los geuerados por el entoma dentro de vn pextodo de tiempo

finito, es decir, intexaotúa con el en[ omo( myndo fisiw) edquiriendo, y generando una acción sobxe

dicho entomo. 

I

Habiendo definido en qué consiste un sistema que opere en tiempo real, corresponde ahora

idenlificar si la apelan[ e estaba ante la posibilidad de encon4arse en el supuesto de hecho para qi e

le fuera exigible el cumplimiento de la obligación en. comenta

Como se ha expuesto en el número 2) supro, de acuetdo con cl RRCASAY, la recaudacibn

de las coti aciones previsionales se realiza a través de entidfldes ba carias y quc, por mandato de

esta normeHvn no es posible que AFP CONFIA, S. A. cumpla wn la obligación de genecar en

tiempo renl las alertas de las operaciones inusuales o sospechosas y dc aquellas cuyos montos que

excedan los US$ 10, 000. 00, el verse imposibilitada de recibir e efeclivo monlos que exceden de esa

centidad en las cotizaciones de los trabajadores.   

S

60] iminev Ga clu, Luis Miguel y oUOS. Sistemas Infn m6ticos ev' fiempo Real: Teotln yAplic¢ciooes. 2017. ISBN
9988416024469
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De lo anterioq se concluye que la generación de alertas en tiempo real no puede suscitarse     fQ NFSPf\ SS1F

en ei caso de la recaudación de cotizaciones, pues implicarta que la administradora de fondos de     
pensiones fuera la entidad que realizara la recaudación de la cotizacibn En consecoe cia, para
detectar una operacián qoe sobrepase los US$ 10,000. 00 solo podrá ser posible al momento de
realizarse el proceso de pago ya que, es cuando se reciben las centidades de dinero en efectivo.     '

Y es que, para consideraz que la supervisada está obligada a generar alertas en tiempo real,
los pagos en efec[ ivo de coUZaciones deberían de realizarse direc[ amente a la edministradora de
pe siones y no a los bancos. Por lo tanto, si existiere una operuión que exceda bs US$ 1q000. 00,
la obligación de reportarla seria de la instiNCión ba caria receptora.

Cabe destacar que esto no inhibe a la apelante a que, una vez acreditadas Ias colizaciones en
el sistema de Is AFP, deba cumplir con la normativa anti lavado, para taI efecto se deben realizar los
análisis cotrespondientes a operaciones i usuales o sospechosas o las que se realicen por otms
medios y que excedan de US$ 25, 0OO. OQ con la finalidad de generar las alertas conforme al perfi]

transaccional de los ciientes que en este caso son los afiliados. Sin embargq por la naturalezz dcl
negocio, la AFP se ve imposibiGtada de cumplir dicha obligación en tiempo req[.     

En ese sentido, la conducta reprochada a AFP CONFIA, S. A. no se adecua en lo relativo a

la generación de alertas en tiempo real, de acuerdo a lo estipu( ado en el flrt. 25 de la NRP- 08, por lo
que es pmcedente revocaz la sanción impuesia.              I

Habiéndose esiablecido los vicios relacionados en cada una de las infracciones aVibuidu,       

Iprocede la revocación de las sanciones respectivu impuestas.

POR TANTO: con base en los razonamientos expuestos, disposiciones citadu y en los
arts. 43, 44, SQ 66, 67 y 68. de la Ley de Supervisión y Regulacibn del Sistema Financiero; ] SQ 156
y 180 de la Ley deI Sistema de Ahorro para Pensiones; 15 y 86 de la Constitución. de la República,
este Comité RESUELVE:

I)       REVÓQUESE la resolucibn pronunciada por el Superintendente del Sistema

Financiero a ] as diez horas diez mi ums del 12 de septiembre de 2018 en el

procedimiento admiriistrativo sancionador PAS- 0262016 promovido con[ ra AFP

Confia, S. A

In DEWLi L̀VASE opor[unamente el expediente pop referenoia PAS-026/2016 a la
Superintendencia de] Sistema Financiero.          

III)     ARCIfÍVESE el presente expediente de apelacióa          
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Se hace del conocimiento que co la presente resoluoión se tiene por agotada la vfa
administrativa, e consecuencia no admite recurso alguno en esta sede.

Nofirquese.-

r°

J
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v

L
PRONUNC7ADA POR LOS MIEMBROS DEL COMITÉ DE ELACIONES DEL

SISTEMA FINANCIERO QUE LA SUSCRIBEN:
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wnfortne con su original, con el cual se confroo[ d. Y para los efectos legales, exÚéndase la presente
certificacióq que consta de quince folios, pare ser entregada al Supe intendente de] Sistema
Financiero.  Sen Salvador, a las once hocas qu¡nce minutos del d( a once de enero de dos mil
diecinueve.
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Secret ácjél Comité de Apelacio  s del Sis[ ema Financiero



i


